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La obligación de negociación u otro MASC
antes de presentar demanda en la reciente
reforma de la LEC

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de

Justicia (LO 1/2025), que entra en vigor el 3 de abril de 2025, modifica diferentes aspectos del

procedimiento Civil español e introduce novedades relevantes en materia de organización de los

juzgados civiles. 

Una de dichas modificaciones, quizás la que ha dado más que hablar, es la promoción de los

denominados medios adecuados de solución de controversias alternativos a la jurisdicción (MASC

), lo cual se pretende conseguir estableciendo la obligación de acudir a ellos antes de interponer una

demanda en asuntos civiles y mercantiles. 

En el papel, esto supone un gran cambio para clientes y abogados (algún autor ha hablado de un
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“impacto profundo en la práctica de la abogacía”), pero ¿es realmente así? Veamos en qué consisten los

cambios y sus consecuencias prácticas. 

Los cambios introducidos en materia de MASC

La LO 1/2025 define los MASC como “cualquier tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u

otras leyes, a la que las partes de un conflicto acuden de buena fe para encontrar una solución

extrajudicial, ya sea por sí mismas o con la intervención de una tercera persona neutral” y enumera,

concretamente, los siguientes: 

La mediación, que se regula en la Ley 5/2012 de 6 de julio.

La negociación entre las partes, directamente o mediante abogados/as.

La conciliación privada, figura similar a la mediación en la cual el conciliador sugiere a las

partes posibles soluciones al conflicto y les invita a que estas lo hagan también.

La oferta vinculante confidencial, por la cual una parte formula una oferta y queda obligada a

cumplirla si es aceptada expresamente.

La opinión de persona experta independiente respecto de la materia objeto de conflicto.

El proceso de Derecho colaborativo, que consiste en un proceso negociador en el cual las partes

y sus abogados/as (puesto que las partes deben estar asistidas por un abogado acreditado en esta

materia) buscan una solución consensuada a la controversia, renunciando dichos/as abogados/as a

acudir a los tribunales en caso de no conseguir tal solución.

La novedad, como avanzábamos, consiste en regular un requisito de procedibilidad consistente en

que, antes de presentar cualquier demanda Civil o Mercantil, la parte demandante debe acudir a un

MASC y, en la demanda, hacer constar qué proceso ha seguido y acreditarlo fehacientemente. Esto

implica que, si la demandante no aporta prueba de que ha intentado evitar la vía judicial mediante un

MASC, su demanda será inadmitida. 
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El quid de la cuestión es cómo debe la demandante acreditar el cumplimiento de este requisito. La

LO 1/2025 establece lo siguiente: 

Si no hubiera intervenido una tercera persona neutral, la acreditación se cumplirá mediante un

documento firmado por ambas partes o, en su defecto, mediante cualquier documento que 

pruebe que la otra parte ha recibido la solicitud para negociar o, en su caso, la propuesta.

Si hubiera intervenido una tercera persona neutral, se deberá aportar un documento expedido por

esta en el que hará constar las circunstancias relativas al proceso de MASC (incluida, en su caso,

la no comparecencia o la negativa a participar de la otra parte).

De gran relevancia también es que la LO 1/2025 establece cuándo se entiende que ha terminado el 

proceso sin acuerdo: 

1. Si transcurren 30 días naturales desde la fecha de recepción de la solicitud inicial de negociación

por la otra parte y no se mantiene la primera reunión o contacto, o no se obtiene respuesta por

escrito.
2. Si, una vez iniciada la negociación, transcurren treinta días desde que una de las partes haga una

propuesta a la otra, sin que se alcance acuerdo ni se obtenga respuesta por escrito.
3. Si transcurren 3 meses desde la fecha de celebración de la primera reunión sin que se hubiera

alcanzado un acuerdo.
4. Si cualquiera de las partes se dirige a la otra por escrito dando por terminadas las negociaciones.

Para reforzar el uso de los MASC, la LO 1/2025 añade dos aspectos. En primer lugar, la solicitud de una



de las partes dirigida a la otra para iniciar una negociación a través de un MASC, siempre que se defina

adecuadamente el objeto de la negociación, interrumpirá la prescripción o suspenderá la caducidad de

acciones desde la fecha en la que conste el intento de comunicación; interrupción o suspensión que se

prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo o de la terminación del proceso sin acuerdo. 

En segundo lugar, se modifica el régimen de costas de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en varios

aspectos: 

En primera instancia no habrá pronunciamiento de costas a favor de la parte vencedora (sea

demandante o demandada) que hubiere rehusado expresamente o por actos concluyentes, sin justa

causa, participar en un MASC. En casos de estimación parcial o allanamiento, podrá haber

condena en costas cuando alguna de las partes no hubiera acudido, sin justa causa, a un MASC.

En el incidente de impugnación de la tasación de costas, la parte condenada al pago de las costas

podrá solicitar la exoneración de su pago o la moderación de su cuantía cuando hubiera formulado

una propuesta a la parte contraria en cualquiera de los MASC, y el contenido de esa propuesta no

aceptada por la parte requerida sea sustancialmente coincidente con el de la resolución judicial

que ponga término al procedimiento.
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Consecuencias prácticas

Como avanzábamos al inicio, la exigencia de seguir un MASC antes de interponer cualquier demanda

parece un cambio de gran calado porque exige un cambio de mentalidad, tanto en los clientes como en

los abogados que los representamos ante los tribunales: intentar evitar la vía judicial deja de ser una 

opción para convertirse en algo obligatorio y que tiene consecuencias procesales, y económicas,
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concretas. 

La reforma tiene, también, consecuencias prácticas para clientes y abogados: 

Los clientes que tengan mucha litigiosidad —pienso, por ejemplo, en empresas que operan en

sectores con gran número de impagados— deberán incorporar estos MASC en su práctica antes

de poner el asunto en manos de sus letrados, probablemente modificando sus cartas de

reclamación dejando clara su voluntad de negociar.

Los abogados deberemos ser muy precavidos: antes de presentar cualquier reclamación judicial,

deberemos cerciorarnos de que el cliente, o nosotros, hemos intentado un MASC. Como mínimo,

tendrá que haber existido una negociación, que deberá estar debidamente documentada para poder

ser acreditada cuando se presente la demanda (cuestión, por cierto, que plantea dudas de gran

relevancia en materia de confidencialidad de las comunicaciones cuando estas se hayan enviado

entre letrados).

Sin embargo, mi sensación es que su efecto práctico será más reducido de lo que pueda parecer, 

sobre todo en el corto plazo. En España, lamentablemente, existe poca cultura de la negociación y el

pacto, lo cual hace que cuando dos personas o empresas tienen un conflicto y han llegado a ponerse en

manos de abogados, son poco propensas a “dar marcha atrás” y llegar a un acuerdo, entre otras cosas

porque piensan que si no han sido capaces de alcanzarlo ellos, tampoco van a poder sus abogados. Por

tanto, me temo que muchos clientes acabarán pidiendo a sus abogados que “cumplamos el trámite” del

MASC y pongamos la demanda lo antes posible. 

La regulación de la LO 1/2025, a pesar de sus buenas intenciones, no impide este cumplimiento de 

mínimos, puesto que uno de los MASC a los que se puede acudir es la negociación, o el intento de

negociar, y bastará demostrar que hemos enviado una carta haciendo una reclamación y mencionando

que uno está dispuesto a negociar para poder luego presentar la demanda. La demanda no se podrá

presentar de manera inmediata, puesto que habrá que esperar 30 días naturales desde el envío de la carta

o el fin de la negociación, pero se podrá presentar, y dicho plazo no es excesivamente largo (como

referencia, en el procedimiento de desahucio, para impedir la posibilidad de enervación, el plazo de

espera desde la carta de reclamación al arrendatario es de 30 días hábiles). 

Otras veces el cliente podrá estar dispuesto a realizar una negociación o seguir otro MASC, pero nos

toparemos con una postura inflexible o evasiva de la otra parte, que se negará a alcanzar un acuerdo y

propiciará el fracaso del proceso de MASC. Lamentablemente, el insoportable colapso en el que se

hallan nuestros juzgados, con procedimientos de primera instancia que duran 2, 3 y hasta 4 años,

propicia esta conducta oportunista (en términos coloquiales, “dar una patada p’alante”) porque al

demandado —en el caso prototípico, un deudor— le sale a cuenta esperar a ver qué pasa en el

procedimiento judicial, en el que puede acabar pagando una cuantía inferior y, al menos, habrá

pospuesto el cumplimiento de sus obligaciones. 

Por ello, sospecho que, al menos en los primeros años, los clientes verán la obligación del MASC como



un trámite a cumplir. Sólo con el tiempo, si nuestros tribunales aplican de manera estricta esta LO

1/2025, penalizando a las personas y empresas que se nieguen a pasar por los MASC, los clientes

llegarán a abrazar esta alternativa a la litigación judicial, no porque su mentalidad haya cambiado, sino

porque tanto ellos como sus abogados llegarán a la conclusión de que acudir a los MASC sale más caro

que no hacerlo.


